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SENTENCIA 

 
En San Juan, Puerto Rico, a 23 de agosto de 2016. 

 Comparece ante nos Rafael Rosario Franquiz (Recurrente), 

quien se encuentra bajo la custodia de la Administración de 

Corrección y Rehabilitación, y solicita que revisemos la 

determinación del Jefe de los Fiscales del Departamento de 

Justicia mediante la cual cerró y archivó la petición del 

Recurrente. En la misma, el Recurrente le había solicitado al 

Departamento de Justicia que investigara nuevamente el caso por 

el cual actualmente cumple condena pues alegó que era inocente 

de los delitos de los cuales fue convicto y que la evidencia en su 

contra fue fabricada por los agentes del orden público.  

Insatisfecho con la determinación del Jefe de los Fiscales, el 

recurrente presentó reconsideración, pero ésta fue infructuosa.  

Aún inconforme con la decisión emitida, el Recurrente 

compareció ante nos.  A poco examinar los documentos 

presentados advertimos que procede la desestimación toda vez que 
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nos encontramos ante una determinación que no permite revisión 

judicial. 

Veamos. 

Es por todos conocidos que el carácter adjudicativo y 

dispositivo de una orden o resolución administrativa final es un 

requisito esencial para que la misma pueda ser revisada por este 

Tribunal de Apelaciones.  Así lo precisa la Ley de Procedimiento 

Administrativo Uniforme al definir la “orden o resolución” como 

cualquier decisión o acción agencial de aplicación particular que 

adjudique derechos u obligaciones de una (1) o más personas 

específicas, o que imponga penalidades o sanciones administrativas 

excluyendo órdenes ejecutivas emitidas por el Gobernador.  Sección 

1.3(f) de la Ley 170 del 12 de agosto de 1988, según enmendada, 3 

L.P.R.A. sec. 2102.  Ante una solicitud de revisión de una 

determinación que no cumple con dichos parámetros, carecemos 

de jurisdicción para revisarla. Es de recordar que la falta de 

jurisdicción no puede ser subsanada ni el tribunal puede 

arrogársela, ya que no existe discreción para asumirla cuando no 

la hay. Vázquez v. A.R.P.E., 128 D.P.R.513 (1991); Garcia v. 

Hormigonera Mayagüezana, 172 D.P.R. 1 (2007). Reiteramos que 

sin jurisdicción nos vemos imposibilitados de entrar a resolver los 

méritos del presente recurso, por lo que solo estamos autorizados a 

desestimar. Carattini v. Collazo Syst. Analysis, Inc.,158 D.P.R. 

345,355 (2003); Ponce Fed. Bank v. Chubb Life Ins. Co., 155 D.P.R. 

309, 332 (2001).  

La determinación del Jefe de los Fiscales, cuya revisión nos 

solicita el Recurrente, es más bien una explicativa que no dispone 

de ningún derecho u obligación, así como tampoco impone sanción 

o penalidad administrativa.  Por ende, carecemos de autoridad 

para evaluarla por encontrarse fuera de nuestra función revisora.  

Es ineludible concluir que la misma no es revisable por este 
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Tribunal de Apelaciones porque carecemos de jurisdicción para 

ello.  

Por las consideraciones que anteceden desestimamos el 

presente recurso por carecer de jurisdicción. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria. 

 

 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 


